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Ficha técnica de la empresa en Argentina 

4. BARRICK GOLD CORPORATION 
País de Origen: Canadá 
Presencia en el País: San Juan 
Composición de Capital: Empresa Accionaria  
Nivel de Inversión: 547 millones de dólares invertidos en el proyecto minero Veladero y 400 millones 
invertidos en Pascua Lama  
Empleos Creados: 838 empleos directos y 192 por medio de contratistas locales 
Condiciones Laborales: Por lo menos seis accidentes fatales reportados entre los trabajadores de 
Veladero, jornadas laborales de 12-  14 horas, casos de graves lesiones y maltratos a pesar de que la 
empresa según propias declaraciones cuenta con programas de salud y seguridad para su empleados.   
 
 
 
1. Chile:  
Protestas masivas contra la instalación de Pascua Lama en la frontera cordillera   
 
 
Barrick Gold es una de las empresas multinacionales más importantes del mundo y 
notoria por sus acuerdos mineros en América del Norte, Australia y África. Uno de los 
proyectos de exploración de minerales se ubica en la frontera andina con Argentina y 
tiene previsto la extracción de aproximadamente 500.000 kilos de oro, plata, cobre y 
mercurio del valle Huasco en un plazo de 20 años. Para facilitar el proceso de 
exploración la empresa debe reubicar gran parte de los inmensos glaciares Toro 1, Toro 
2 y Esperanza que conforman 816.000 metros cúbicos de hielo ártico. La acción 
mecánica necesaria para mover los glaciares terminará descongelando mayor parte de 
los mismos poniendo en riesgo el balance ecológico de la zona. La puesta en marcha de 
Pascua Lama significará una importante amenaza a uno de los valles agrícolas más 
fértiles de la región de Coquimbo que ya sufre los graves efectos de la progresiva 
desertificación de todo el territorio.  
 
Los glaciares constituyen una fuente hídrica vital para la localidad de Huasco que 
cuenta con una población de 70.000 personas, principalmente familias agricultoras. Una 



movilización del hielo implicaría un daño irreversible a la sustentabilidad ambiental de 
aquella región.   
 
En el mes de febrero de este año la oficina regional de la comisión ambiental 
gubernamental (CONAMA) aprobó el proyecto Pascua Lama, por un lado bajo la 
condición de que no se destruirían los glaciares, por otro, dejando afuera la 
consideración de otros aspectos ambientales relacionados directamente con la actividad 
minera. Al igual que en muchas otras operaciones de extracción de oro, Barrick Gold 
empleará cianuro para el procesamiento metálico. El cianuro es una sustancia química 
que hasta en pocas cantidades, resulta extremadamente tóxico para humanos y otros 
seres vivos. Al ocurrir una filtración o derrame puede rápidamente causar problemas 
masivos para todo un ecosistema, movilizando a su vez otros metales pesados de alta 
resistencia y toxicidad. Los químicos utilizados en la mina, como el cianuro y el 
mercurio, causarán inevitablemente daños al ecosistema local con  la contaminación del 
Río Huasco y de los depósitos subterráneos de agua. 
 
Durante la construcción inicial del proyecto se registraron por lo menos 15 muertes 
entre los trabajadores de Pascua Lama. Los agricultores chilenos y habitantes del valle 
Huayco, organizaron junto con el grupo ambiental Defensa del Valle una manifestación 
contra el proyecto en el cual 200 trabajadores rurales, líderes comunitarios y vecinos de 
la localidad se reunieron el 9 de julio del 2006 para marchar en protesta. Los grupos 
opositores han indicado que buscarán una revisión judicial de la aprobación de 
CONAMA. El proyecto necesita además la aprobación del gobierno argentino para 
poder iniciarse. Los activistas aseguran que continuarán su oposición al proyecto y a 
otras actividades que ponen en riesgo los derechos indígenas y el ambiente delicado de 
toda esta región. 
 
 
 
2. Perú: 
Muerte y violencia policial en las minas Pierinas de Sechta 
 

Miles de campesinos de las 18 comunidades de la cordillera Sechta marcharon unidos el 
6 de mayo de este año en demanda por la justicia e investigación de las muertes de dos 
compañeros que fueron asesinados en una confrontación entre la policía y miembros de 
la comunidad ocurrida el día anterior. Veinte personas resultaron heridas como 
resultado de la violencia generada cuando cientos de trabajadores de la mina de 
extracción de oro de Barrick Gold, ubicada en los montes de la Cordillera Negra de 
Huaraz, se reunieron en Huallapampa para exigir un incremento en los salarios. Cuando 
el pedido fue rechazado por oficiales de la corporación los trabajadores decidieron 
bloquear las rutas de acceso a las minas, medida que fue reprimida con bombas 
lacrimógenas lanzadas por una patrulla policial encomendada directamente por la 
empresa.  

Un equipo de 30 agentes policiales son empleados como fuerza de seguridad por la 
empresa minera que en esta oportunidad se vio obligada a suspender las operaciones 
hasta que la seguridad haya sido restaurada. Poco después se iniciaron las negociaciones 
con miembros de las comunidades de Cucasca, Antauran, Mataquita, Atupa, Maraniyoc 
y Pacollón, del distrito de Jancas, provincia de Huaraz, para obtener la liberación de seis 



oficiales de la fuerza policial que fueron detenidos por miembros de la comunidad 
durante los violentos enfrentamientos. Los trabajadores decidieron iniciar un paro que 
durará hasta que sus requerimientos salariales se cumplan. 

El conflicto entre los trabajadores y la empresa extranjera se origina en varias denuncias 
sobre la explotación de minerales como el oro, plata, mercurio, cobre y otros de alto 
valor que Barrick viene realizando con el incumplimiento absoluto del pago de los 
impuestos fiscales correspondientes. Con el aval de las altas autoridades del gobierno 
peruano un mínimo porcentaje de las enormes ganancias de la corporación es invertido 
en la región, lo cual no termina de justificar la inmensa pérdida de recursos naturales o 
las consecuencias irreversibles de la contaminación que ha provocado graves 
enfermedades a la población.  
 
 
3. Tanzania: 
Ejecuciones arbitrarias y desalojos violentos de 400.000 miembros de la 
comunidad minera en Bulyanhulu 
 
En agosto de 1996 el gobierno de Tanzania junto con la empresa canadiense Kahama 
Mining Corporation desalojó forzosamente a cientos de miles de mineros artesanales, 
campesinos, pequeños comerciantes y sus familias de Bulyanhulu, un asentamiento 
ubicado en la región de Shingyanga en el oeste  de Tanzania. Los desalojos marcaron la 
culminación de una lucha de dos años por el control de los depósitos de oro en este 
territorio. Se reportaron denuncias sobre el entierro vivo de 65 mineros en los pozos de 
extracción cuando las autoridades y oficiales de la empresa decidieron rellenarlos para 
evitar el retorno de los trabajadores al lugar. En marzo de 1999 Barrick Gold obtuvo los 
depósitos de Bulyanhulu por medio de la adquisición de Sutton Resources y la 
subsidiaria Kahama Mining Ltd.  
 
Las denuncias de los asesinatos ocurridos en 1996 han persistido hasta el día de hoy y 
se han convertido en una disputa internacional entre las comunidades de Bulyanhulu, 
ONGs internacionales y locales, el Banco Mundial y los gobiernos de Tanzania, 
Canadá, los EEUU y Europa del Este. Muchos están exigiendo que el gobierno permita 
una investigación internacional independiente. Se estima que 400.000 personas han sido 
expulsadas de sus tierras sin recibir compensación alguna por la destrucción causada. El 
gobierno local y Barrick Gold niegan vigorosamente las acusaciones de muertes y 
lesiones provocadas en conexión a los desalojos.  
 
LEAT representa un grupo de mineros que fueron forzosamente expulsados de sus 
minas en 1996 por la policía. Los desalojos fueron llevados a cabo a pesar de la 
ordenación emitida por la corte suprema de Tanzania que restringía el gobierno y 
Kahama Mining Ltd de proceder con esta acción para liberar el camino hacia el 
desarrollo de Bulyanhulu. Sin la licencia apropiada o una notificación previa a los 
mineros el gobierno y la empresa tomaron el control de una propiedad que 
originalmente había sido designada legalmente como área concesionaria de minería a 
poca escala.  
 
Durante la década de los años 80 el gobierno tanzanio apoyó fuertemente la minería a 
poca escala. Los graves problemas generados por contrabandistas, cuya actividad 
aumentaba en la medida en que la región permanecía sin licencias de exploración o 



derechos mineros, obligaban al gobierno, por medio del banco nacional, a oficialmente 
comenzar a comprar todo el oro que se extraía de las minas. A partir de febrero de 1993 
los mineros artesanales fueron otorgados permisos a explorar bajo la condición de que 
todo sería entregado al Estado. En octubre de 1993 solicitaron los derechos de 
exploración y minería. Al no recibir respuesta alguna por parte del gobierno los mineros 
volvieron a insistir en octubre de 1994 enterándose de que los derechos de exploración 
habían sido otorgados a Sutton Resources de Canadá cuya empresa subsidiaria Kahama 
Mining Ltd fue establecida en el país en agosto de ese mismo año. A partir de este 
momento los mineros intentaron todo lo posible para rescatar su actividad de sustento 
argumentando el valor de su contribución a la economía nacional desde 1990, su fuerte 
inversión en mano de obra y equipamiento, su cooperación con el gobierno, el número 
de personas que dependían de la actividad minera y su voluntad a compartir Bulyanhulu 
con la empresa cuyo trabajo de exploración podía continuar en la medida en que los 
mineros artesanales puedan preservar sus pozos de extracción de minerales en esa zona.  
 
La empresa y el gobierno ya habían tomado la decisión de tomar control exclusivo de 
Bulyanhulu. En mayo de 1995 cuando el ministro de Agua, Energía y Minerales declaró 
a los mineros como intrusos lo cual incentivó a la empresa a intensificar su campaña 
contra los mineros presentando ante la corte suprema de Tabora el 20 de junio de 1995 
una demanda contra los mineros declarándolos ilegales e intrusos que no merecían otra 
cosa que la expulsión. Los mineros contraatacaron presentando una defensa legal y 
contra demanda en la que reclamaban la posesión legal de Bulyanhulu desde 1975 y 
compensación si las tierras y minas fueran tomadas por Kahama. El 29 de septiembre de 
1995 la Corte Suprema dictaminó a favor de los mineros y el 9 de octubre Kahama 
apeló la decisión. Sin embargo, sospechando que las cortes pudieran llegar a no 
simpatizar con los reclamos de la empresa,  la apelación fue retirada en mayo de 1996. 
Dos meses más tarde comenzó la implementación de métodos extrajudiciales para 
eliminar a los mineros de las tierras de Bulyanhulu. El 30 de julio de 1996 el ministro 
de agua, energía y minerales organizó una conferencia de prensa para informar de que 
los mineros tenían un mes para abandonar el territorio. Con el pánico y desorden civil 
generado por esta medida los mineros retornaron a sus pozos para extraer los depósitos 
que aún permanecían allí. Muchos trabajadores no alcanzaron a salir de los pozos antes 
de que la empresa comenzara con el proceso de destrucción y cubrimiento de los 
mismos. 
 
El 3 de agosto la corte suprema de Tabora emitió una ordenanza para que el gobierno 
detenga los desalojos. En los días siguientes el caos se intensificó cuando los mineros 
comenzaron a reclamar sus derechos mientras que continuaban los desalojos y la 
destrucción de los pozos. Luego de un período de intensas acciones que involucraban al 
gobierno, las fuerzas policiales, corporaciones, el comité de los mineros, ONGs, 
Amnistía Internacional y diversos medios, la atención hacia Bulyanhulu comenzó a 
disminuir. En 1999 el Banco Mundial a través de MIGA (Agencia Multilateral para la 
Garantía de Inversiones),  junto con la Corporación para el Desarrollo de la Exportación 
de Canadá otorgó a Barrick Gold el seguro de riesgo político de 72 millones de dólares 
necesario para poder proceder con la adquisición de Sutton Resources en el mes de 
marzo por 500 millones de dólares canadienses, cubriendo así la inversión contra los 
riesgos de restricción de transferencias, expropiación, guerra y disturbios civiles. 
Barrick tiene previsto generar ganancias de 1.3 mil millones de dólares en un período de 
15 a 20 años pagando al gobierno local un monto mínimo de 75 millones de dólares. 
 



Hasta la fecha no se ha iniciado ninguna investigación y los reclamos de LEAT 
permanecen sin resolver. Mientras tanto los trabajadores de Bulyanhulu reclaman 
mejores salarios, condiciones laborales y el derecho a formar sindicatos. En la 
actualidad los mineros son representados por un consejo de trabajadores formado por la 
dirección de la empresa. Barrick Gold continúa a exportar camiones cargados de 
minerales concentrados de Bulyanhulu mientras que 200.000 personas dispersas en todo 
el país han perdido su forma de sustento sin haber recibido compensación alguna por los 
daños causados. 
 
En el mes de junio del 2006 fuerzas de seguridad empleadas por Barrick Gold para la 
mina de oro Mara ubicada en el distrito de Tarime al norte del país dispararon y mataron 
a un campesino que supuestamente había ingresado ilegalmente al complejo minero. Su 
muerte suma un total de 6 asesinatos violentos de pobladores en las manos de 
operadores de seguridad y de policía que vigila la mina desde julio de 2005. A pesar de 
que se conoce públicamente quienes son los asesinos ninguno de ellos han sido 
arrestados o procesados. Desde 2004 la empresa ha ejercido medidas de fuerza para 
tomar las tierras que necesita para sus operaciones mineras depositando millones de 
toneladas de desechos y basura industrial en los territorios cercanos sin haber buscado 
previamente el consentimiento de los pobladores tal como lo requiere la ley. Tierras del 
oeste y sudeste de la mina Nyangoto han sido tomadas de esta forma por la empresa que 
ha procedido a depositar montañas de desechos de roca en los territorios rurales y 
residenciales obligando a la población a dejar sus tierras. La corporación recibe el apoyo 
activo del gobierno local y las fuerzas policiales. 
 
 
4. Papua Nueva Guinea: 
 
Destrucción ambiental y múltiples asesinatos de pobladores indígenas en Porgera  
 
Tras años de protestas por parte de las comunidades indígenas el gobierno de Papua 
Nueva Guinea ha decidido establecer un comité de investigación que examinará las 
denuncias sobre los asesinatos cometidos por las fuerzas de seguridad de la mina 
Porgera operada por Placer Dome Niugini, empresa subsidiaria de Barrick Gold.  
 
A principios del 2006 la empresa admitió el asesinato de 6 pobladores cometido por sus 
fuerzas de seguridad. Sin embargo las comunidades han denunciado decenas de muertes 
y violaciones, cientos de lesiones y miles de detenciones arbitrarias ocurridas en partes 
de alto peligro de la mina que no se encuentran apartadas de los pueblos cercanos. 
Grupos terratenientes locales han denunciado la muerte de niños que se ahogaron en los 
desechos de la mina.  
 
La intensificación violenta del conflicto en estos últimos meses se debe a la alta 
resistencia por parte de la población a que los desechos industriales sean depositados en 
las aguas corrientes de aproximadamente 800 Km.que confluyen en el Golfo de Papua,  
causando daños masivos e irreversibles a los sistemas hídricos y el medio ambiente.     
 
La corporación ha declarado que sus fuerzas de seguridad son instruidas y entrenadas a 
observar los Principios Voluntarios de los EE.UU. y el Reino Unido sobre Seguridad y 
Derechos Humanos, un código voluntario que establece estándares éticos para las 
fuerzas de seguridad. Mientras tanto, el comité de investigación gubernamental ha 



decidido centrarse exclusivamente en las denuncias que respectan la minería ilegal. Sólo 
figura en el informe uno de los casos de asesinatos cometidos en las instalaciones de  
Porgera y en ninguna parte se nombran a las fuerzas de seguridad como responsables de 
estos hechos y de otras violaciones a los derechos humanos, a pesar de que las 
autoridades locales cuentan con toda la información al respecto.  
 
 
 
5. Canadá: 
Detección de silicosis entre los mineros de Hemlo Camp en Ontario 
 
Silicosis es una enfermedad provocada por la inhalación de polvillo que contiene silica 
cristalina y afecta severamente la salud humana, ya que permite que parte de las 
partículas de silica se depositen en los pulmones. Las profundas cicatrices que se 
producen en el momento en que el cuerpo intenta destruir las partículas aumentan el 
riesgo de desarrollar una enfermedad conocida como silicosis que impide la 
transferencia de oxígeno a la sangre lo cual implica que la aorta debe esforzarse aun 
más para transportar la sangre por los pulmones dañados. Con el tiempo provoca el 
colapse parcial del corazón. 
 
Con el incremento de un 10% del número de casos de silicosis en Ontario, la 
Organización de Trabajadores del Acero exigieron al gobierno de Ontario revisar el 
Programa de Monitoreo de Silica en todas las minas. 
En marzo del 2006 la Directora de la Comisión Nacional de Salud y Seguridad 
Ocupacional Nancy Hutchinson junto con la Organización de Trabajadores del Acero 
informaron de que existía un grave problema en Hemlo Camp asociado con el uso de 
silica en la actividad minera.  
Existen tres minas de oro en Hemlo: David Bell, Williams y Golden Giant.  
David Bell es producto de un joint venture entre las corporaciones Teca Cominco y 
Barrick Gold.   
 
La silicosis es hoy por hoy una enfermedad incurable pero la eliminación de silica en la 
industria minera frenaría significativamente la propagación de la misma. Mientras tanto 
la silicosis, sarcoidosis y el asma siguen dañando irreversiblemente la salud de los 
trabajadores e incapacitándolos por el resto de sus vidas. El Consejo Nacional de 
Seguridad y Seguro Laboral del gobierno canadiense sigue refutando los múltiples 
reclamos de indemnización y recompensa por los daños sufridos por los trabajadores de 
David Bell.   
 
 

6. Australia: 

La oposición del Pueblo Wiradjuri a la puesta en marcha de una mina a cielo 
abierto en Lago Cowal 

Lago Cowal ubicado en el oeste de Nuevo South Wales es uno de los lagos efímeros 
más grandes de la región que confluye con las captaciones del río Lachlan y desemboca 
en los ríos Murrumbidgie y Murray. Cowal se encuentra protegido bajo dos acuerdos 
internacionales sobre la protección de aves migratorias con Japón (JAMBA) y China 
(CAMBA). Figura también en el registro de patrimonio nacional como un importante 



humedal y el hogar de muchas especies nativas y en riesgo de extinción. Es la tierra 
sagrada y ceremonial del pueblo Wiradiuri, una de las naciones nativas más grandes de 
Australia y contiene muchos artefactos que no deberían ser removidos o alterados.  

Barrick planea construir una mina a cielo abierto de 1 Km. de longitud, 325 m de 
profundidad y 825 m de ancho en las orillas del lago Cowal utilizando cianuro y otros 
químicos letales a gran escala para la extracción del oro, provocando flagrantes 
violaciones de los derechos del pueblo Wiradjuri a practicar su religión y espiritualidad, 
excluyéndolos del lago que tradicionalmente utilizan para distintos ritos ancestrales. Ya 
ha ocurrido una destrucción ambiental enorme, daños a los sitios sagrados y remoción 
de propiedad cultural aborigen, incluyendo árboles con tallados ceremoniales y 
artefactos.  

Recientemente la Corte Suprema le reconoció el derecho de la comunidad Wiradjuri, 
tras la presentación de un recurso legal por parte de los dirigentes del pueblo nativo, a 
participar en la identificación y evaluación de los materiales arqueológicos en riesgo, 
facultad que hasta el momento Barrick Gold les había negado. 

 

 

 
7. Islas Filipinas: 
 
Demanda contra Placer Dome por masivos daños económicos y ambientales 
provocados en la isla de Marinduque 
 
El 4 de octubre del 2005 el gobierno de la provincia filipina de Marinduque presentó 
una denuncia de más de 100 millones de dólares contra la minera Placer Dome Inc., 
adquirida por Barrick Gold en el 2004(?). El gobierno local busca responsabilizar a 
Placer Dome por décadas de actividad minera destructiva en la isla. La demanda judicial 
exige compensación por la limpieza y rehabilitación de tierras contaminadas, 
propiedades perdidas y vidas destruidas, daños provocados por problemas de salud entre 
la población y reparación de estructuras mineras deterioradas que han resultado en el 
derrame de toneladas de desechos industriales que ponen en riesgo la supervivencia de 
las comunidades y los sistemas ecológicos.  
 
La provincia de Marinduque tiene 200.000 habitantes, la mayoría son familias de 
trabajadores rurales que dependen para su sustento de lo que pueden cosechar de sus 
tierras y del mar. 
 
En 1956 Placer Dome, que en aquel entonces se llamaba Placer Development Limited, 
se involucró en un proyecto de exploración y de mapeo geológico en la isla. En 1964 
Marcopper Mining Corporation fue establecido y 5 años más tarde comenzaron las  
actividades de extracción de cobre en Marinduque. Placer Dome era el dueño del 39.9% 
de las acciones en Marcopper, el monto máximo de acciones permitido legalmente para 
una empresa extranjera que opera en las Filipinas, y controlaba dos de las minas 
ubicadas en la isla. Era la única corporación minera involucrada en Marcopper de 1969-
1994.  
 



El socio secreto de Placer Dome y dueño del 50% hasta 1986 era el ex dictador 
Ferdinand Marcos. Luego de ser derrocado sus acciones fueron transferidas a los 
gobiernos sucesores hasta el año 1994 cuando terminaron siendo privatizadas.  
 
Durante casi 30 años de actividad minera bajo la dirección de Placer Dome los 
pobladores sufrieron un desastre ambiental tras otro. Entre los años 1975 y 1991 Placer 
Dome supervisó el depósito de más de 200 millones de toneladas de desechos tóxicos 
que terminaban en las aguas de la Bahía de Calancan, cubriendo corales y algas y el 
fondo de la bahía con 80 Km. cuadrados de basura industrial. La seguridad alimenticia 
de 12 pueblos pescaderos alrededor de la zona fue severamente afectada durante los 
próximos 27 años. Gran parte de la basura subía a la superficie y con los vientos era 
transportada a las comunidades. Los desechos han sido la causa principal de la 
contaminación de plomo encontrada en niños de las comunidades situadas alrededor de 
la bahía. En 1998 el gobierno declaró un Estado de Calamidad por motivos de salud 
para las comunidades de Calancan debido a la contaminación de plomo. Los niños de la 
región han sido sometidos a tratamientos de detoxificación en Manila.  
 
Los pobladores nunca fueron consultados acerca de los depósitos y hasta la fecha no han 
recibido compensación alguna por sus pérdidas. En marzo de 1996 otro derrame masivo 
había ocurrido en la mina de Marcopper que cubrió el río Boac de 26 Km. con 4 
millones de toneladas de metales y desechos tóxicos. El derrame ocurrió cuando un 
túnel de drenaje mal sellado explotó a la base del pozo Tapian.    
 
 
 
8. Indonesia: 
 
Expulsión de Placer Dome por haber violado los derechos del pueblo Davak y 
destruido el balance ecológico de bosques tropicales protegidos 
 
En septiembre del 2005 el gobierno de la provincia de Kalimantan en la isla de Borneo 
junto con la comunidad indígena Davak denunció los planes de Placer Dome de 
comenzar operaciones mineras en uno de los últimos bosques tropicales protegidos en 
Indonesia. A pesar de la resistencia por parte del gobierno local y de las comunidades el 
gigante minero intenta explotar depósitos minerales situados en una región montañosa 
que cuenta con una reserva natural protegida desde 1928. La propiedad de exploración 
de la empresa se encuentra en la parte sur de Kalimantan y es operada por la minera 
subsidiaria Southkal Resources. 
 
Las operaciones de Placer Dome han tenido que afrontar la dura oposición por parte del 
gobierno provincial que se mantiene firme en su posición contra las actividades mineras 
en la selva protegida Meratus. Placer Dome está buscando un exención de la Ley 
Forestal de Indonesia 41/1999 que prohíbe la minería a tajo abierto en áreas forestales 
protegidas en toda Indonesia y ha buscado asistencia política de las embajadas de 
Canadá y Australia en Yakarta para obtener el permiso necesario para llevar a cabo 
actividades mineras en los territorios protegidos de Indonesia.  
 
La industria minera en Indonesia ha ocasionado graves consecuencias para el medio 
ambiente de un país que desesperadamente busca atraer a nuevos inversionistas 
internacionales luego de los desastrosos impactos sobre la economía en el 2004 



generados por la epidemia de la gripe aviar y el trágico ataque terrorista en Bali. Los 
daños ambientales extensos que Placer Dome ha provocado a través de la minería han 
alterado profundamente los ecosistemas frágiles de Indonesia. 
 
 

9. La República Democrática del Congo: 

El apoyo de Barrick Gold a fuerzas paramilitares para la concesión de 
propiedades mineras 

La guerra civil en RDC consiste en la lucha por las reservas de metales como oro, 
columbium tantalite, niobium, cobalt, cobre, uranio y petróleo. La actividad minera 
operada por las empresas occidentales cuenta con un crecimiento sin precedentes.  
Diariamente salen valores de más de 6 millones de dólares de cobalt, elemento esencial 
para las industrias nucleares, químicas y aerospaciales, del país. El crimen organizado 
de las corporaciones multinacionales ha contribuido a una guerra sin fin que ha durado 
más de 10 años. 

En su informe del 2005 Human Rights Watch expuso a oficiales ugandeses y 
corporaciones multinacionales que contrabandeaban oro por medio de dos milicias 
rebeldes locales, el Frente Nacionalista e Integracionista (FNI) y las Fuerzas Armadas 
del Pueblo de Congo (FAPC), ambas culpables de cometer masacres, violaciones y 
torturas. Los conglomerados internacionales se dedican a traficar con la inestabilidad y 
posición débil del gobierno a fin de sacar enormes ganancias de las operaciones 
mineras. En el informe La maldición del oro Human Rights Watch señala que los 
ejércitos rebeldes compran armas modernas con el dinero recibido de varias 
multinacionales que operan en la región. 

Las corporaciones beneficiarias de la guerra civil que cuentan con inversiones mineras 
en RDC son Barrick Gold, American Mineral Fields, Tenke Mining, Banro Resource, 
Consolidated Trillion, First Quantum Minerals, International Panorama Resource, 
Melkior Resources, Asmas Gold y Starpoint Goldfields. Todas estas empresas han 
recibido concesiones importantes para la extracción de depósitos de cobre, cobalt, oro, 
platinum y zink. 

Barrick Gold opera en el pueblo de Watsa, al noreste de Bunia, una de las regiones más 
violentas del Congo controlada por las fuerzas armadas de Uganda y Rwanda que 
reciben apoyo directo del gobierno en Washington. La empresa ha sido acusada de 
financiar operaciones militares a cambio de contratos lucrativos. Con la instalación del 
gobierno de transición Barrick logró obtener de las fuerzas rebeldes una concesión 
minera de oro, diamantes y petróleo de 80.000 kilómetros cuadrados, en el noreste del 
país.  

 


